
QUE REFORMA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS 

CON DISCAPACIDAD, A CARGO DE LA DIPUTADA MARBELLA TOLEDO IBARRA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La que suscribe, Marbella Toledo Ibarra, diputada federal a la LXIII Legislatura del Congreso de la 

Unión, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo señalado en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 

fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto que reforma el párrafo segundo, del artículo 16, de la Ley General 

para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Organización Mundial de la Salud (OMS), en su instrumento denominado La Clasificación 

Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud1 define la discapacidad como un 

término genérico que abarca deficiencias, limitaciones de la actividad y restricciones a la 

participación. 

Al amparo de esta definición, podemos decir que se entiende por discapacidad la interacción entre las 

personas que padecen alguna enfermedad (por ejemplo, parálisis cerebral, síndrome de Down y 

depresión) y factores personales y ambientales (por ejemplo, actitudes negativas, transporte y 

edificios públicos inaccesibles y un apoyo social limitado). 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas (ONU)2 , alrededor de 10 por ciento de la 

población mundial, o sea 650 millones de personas, vive con una discapacidad, lo que los convierte 

en la mayor minoría del mundo. Esta cifra está aumentando debido al crecimiento de la población, 

los avances de la medicina y el proceso de envejecimiento. 

Por ejemplo, la OMS, ha señalado que en los países donde la esperanza de vida es superior a los 70 

años, en promedio alrededor de 8 años o 11.5 por ciento de la vida de un individuo transcurre con 

incapacidades. Cabe decir además que según el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

(PNUD), 80 por ciento de las personas con discapacidad vive en países en desarrollo3 . 

En los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), las tasas 

de discapacidades son notablemente más altas entre los grupos con menores logros educacionales. El 

promedio es de 19 por ciento, en comparación con 11 por ciento entre los que tienen más educación4 . 

En la mayoría de los países de la OCDE, se informa de que las mujeres tienen una incidencia más 

alta de discapacidades que los hombres. Esta misma organización reconoce que las mujeres con 

discapacidad experimentan múltiples desventajas, siendo objeto de exclusión debido a su género y a 

su discapacidad5 . 

La discapacidad es muy diversa. Si bien algunos problemas de salud vinculados con la discapacidad 

acarrean mala salud y grandes necesidades de asistencia sanitaria, eso no sucede con otros. Sea como 

fuere, todas las personas con discapacidad tienen las mismas necesidades que la población en general 

y, en consecuencia, necesitan tener acceso a los servicios corrientes de asistencia que brinda el Estado. 

Por otra parte, cabe subrayar que dependiendo del grupo y las circunstancias, las personas con 

discapacidad pueden experimentar una mayor vulnerabilidad a afecciones secundarias, comorbilidad, 



enfermedades relacionadas con la edad y una frecuencia más elevada de comportamientos nocivos 

para la salud y muerte prematura. 

Esta problemática se acentúa a raíz de los obstáculos físicos que les presuponen un acceso desigual a 

los edificios de servicios públicos (sobre todo hospitales y centros de salud), la mala señalización, las 

puertas estrechas, las escaleras interiores, los baños inadecuados y las zonas de estacionamiento 

inaccesibles, generando obstáculos para usar los establecimientos del estado para la prestación de 

servicios. 

Para solventar esta problemática, México, el 2 de mayo de 2008, se sumó a la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad. 

La Convención señala en su artículo 9, que 

Artículo 9. 

Accesibilidad 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar 

plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para 

asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al 

entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las 

tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al 

público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas medidas, que incluirán la 

identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e interiores como 

escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios electrónicos 

y de emergencia. 

2. Los Estados parte también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices sobre la 

accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso público; 

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y servicios abiertos al 

público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su accesibilidad para las personas 

con discapacidad; 

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de accesibilidad a que se 

enfrentan las personas con discapacidad; 

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en braille y en 

formatos de fácil lectura y comprensión; 



e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos guías, lectores e 

intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a edificios y otras 

instalaciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con discapacidad para 

asegurar su acceso a la información; 

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la 

información y las comunicaciones, incluida Internet; 

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas y tecnologías de 

la información y las comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas 

y tecnologías sean accesibles al menor costo.” 

Como podemos advertir del contenido del precepto normativo en cita, se establece dentro del sistema 

jurídico mexicano el derecho humano a la accesibilidad desde la perspectiva de la discapacidad, 

centrándose en aquellos aspectos externos a la persona con discapacidad, esto es, el entorno físico, 

en el cual un sujeto con cualquier limitación puede funcionar de forma independiente, a efecto de que 

participe plenamente en todos los aspectos de la vida en igualdad de condiciones con los demás. 

Para ello, se establece que los Estados, incluidos México, deberán identificar los obstáculos y las 

barreras de acceso y, en consecuencia, proceder a eliminarlos, además de ofrecer formación a todas 

las personas involucradas en los problemas de accesibilidad a los que se enfrentan las personas con 

discapacidad. 

Bajo esta tesitura, resulta inconclusa la existencia de la obligación para nuestro Estado de asegurar 

que, el entorno físico se refiere a los edificios y a las vías públicas, así como a otras instalaciones 

exteriores e interiores, incluidas las escuelas, las viviendas, las instalaciones médicas y los lugares de 

trabajo, tengan en cuenta los aspectos relativos a la accesibilidad de las personas con discapacidad. 

Por ello, los diputados ciudadanos fieles a una política que promueva el empoderamiento de las 

personas, en aras de construir ciudades inclusivas y accesibles para todos, proponemos para su 

discusión y, en su caso aprobación, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo, del artículo 16, de la Ley General para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad 

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo, del artículo 16, de la Ley General para la Inclusión 

de las Personas con Discapacidad, para quedar como sigue: 

Artículo 16. ... 

Las dependencias y entidades competentes de la administración pública federal, estatal y 

municipal, además de vigilar el cumplimiento de las disposiciones que en materia de accesibilidad, 

desarrollo urbano y vivienda se establecen en la normatividad vigente; deberán identificar los 

obstáculos y las barreras de acceso físico a que se enfrenten las personas con discapacidad y, en 

consecuencia, proceder a eliminarlos. Cuando se trate de instalaciones o servicios públicos que 

estén a cargo de entidades privadas, éstas deberán tener en cuenta los aspectos relativos a la 

accesibilidad de las personas con discapacidad. 



... 

... 

I. a III. ... 

Transitorio 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro de la honorable Cámara de Diputados, México, a 4 de 

octubre de 2016. 

Diputada Marbella Toledo Ibarra (rúbrica) 

 


